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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISION JUDICIAL / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / MAYOR CARGA ARGUMENTATIVA / INCUMPLIMIENTO REQUISITOS / INAPLICACIÒN DECRETO 546 DE 2020.
Acorde con las manifestaciones realizadas por quien al parecer funge como agente oficioso…, entiende la Colegiatura que su solicitud está dirigida básicamente a buscar protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, libertad y al principio de favorabilidad, los cuales estima transgredidos por parte de los Juzgados…, al negarle en ambas instancias la libertad condicional pese a que en su sentir cumple las exigencias contenidas en el artículo 64 C.P., lo cual no obstante le fue negado al efectuar la valoración del punible.

Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con su viabilidad para establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto. (…)
De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela frente a providencias judiciales implica que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los medios de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez…
Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra providencias judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede frente a dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa en cuanto no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración…
Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en este caso, se advierte que el accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que se deje sin efecto las providencias emitidas por los Jueces de la República competentes para ello, las cuales están amparadas por la doble presunción de acierto y legalidad. (…)
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1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ FORONDA, interno en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, contra los Juzgados Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, libertad y al principio de favorabilidad.
2.- SOLICITUD 
El señor LÓPEZ FORONDA, mediante escrito allegado vía electrónica, informa que en febrero 3 de 2020 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), le negó la libertad condicional, al valorar la gravedad de la conducta y considerar que el legislador en la ley 1709 de 2014 no estableció los parámetros a partir de los cuales se debe efectuar dicho análisis, por lo cual fundamentó su decisión en providencias de la Corte Constitucional y de la Sala de Casación Penal. Aduce que tal determinación fue objeto de recursos de reposición y apelación, la primera fue negada y al conceder la alzada el Juzgado Segundo Penal del Circuito confirmó la negativa de su libertad.
Pide en consecuencia se amparen los derechos vulnerados y se proceda a revocar las decisiones adoptadas por los juzgados accionados, y se le conceda la libertad condicional, por su buen proceso de resocialización, además por cuanto la pandemia puede atentar contra su vida y su salud.
3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la tutela a los juzgados accionados y dispuso la vinculación oficiosa de quien obra como apoderado del actor, y el Agente del Ministerio Público que funge ante los referidos despachos, los cuales dieron respuesta a la misma, así:
- El titular del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) manifestó lo siguiente: (i) el señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ FORONDA fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital en noviembre 21 de 2014, a la pena de 120 meses de prisión por el delito de inducción a la prostitución y que fuera confirmada por el Tribunal Superior en fallo de noviembre 7 de 2019; (ii) por auto de febrero 3 de 2020 se negó la libertad condicional al no superar la valoración de la gravedad de la conducta punible, decisión que fue impugnada y confirmada en marzo 3 de 2020 por el Juzgado fallador; (ii) el Juzgado no ha vulnerado derecho fundamental alguno, en tanto al momento de resolver sobre la libertad pedida, debía realizarse tal análisis que es de obligatorio acatamiento, al ser ello una de las exigencias que contempla la normativa; (iii) si bien la ley 1709/04 no estableció los parámetros en los que se debe efectuar tal análisis, en la sentencia C-757 de 2004 se plasmaron algunos derroteros de valoración, en los que se indicó que el Juez de Ejecución de Penas debe tener en cuenta las consideraciones plasmadas en la sentencia de condena, tanto favorables como desfavorables, y como quiera que el funcionario fallador al emitir el fallo no hizo pronunciamiento alguno al respecto, procedió a realizar tal labor a la hora de estudiar lo pedido por el actor, con lo cual se determinó que se hacía necesario que continuara privado de su libertad; (v) el Juzgado Segundo penal del Circuito al desatar la alzada indicó que el delito cometido vulneró el bien jurídico de la integridad y formación sexuales de un menor de edad, y conforme el canon 199 C.I.A., no tiene derecho a la libertad condicional por expresa prohibición legal, además de agregar que la valoración en primera instancia en nada favorece lo pretendido por este, y (vi) el actor pretende hacer uso de la tutela como una tercera instancia, lo cual la torna en improcedente, al haber contado con los mecanismos judiciales para la protección de sus derechos, y por ende lo decidido por las dos instancia goza de la presunción de acierto y legalidad.

- La titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) señaló que ese despacho no ha vulnerado derecho fundamental al sentenciado, en tanto los recursos interpuestos contra la decisión que le negó la libertad condicional fueron decididos conforme a derecho, donde se confirmó el proveído proferido en primera instancia, toda vez que la conducta punible por la que fue condenado el señor LÓPEZ FORONDA, esto es, inducción a la prostitución, tiene expresa prohibición legal para la concesión de tal beneficio, al atentar contra la libertad, integridad y formación sexual que recayó sobre una menor de edad.  Pide en consecuencia se niegue el amparo reclamado.
- Por parte del abogado GUSTAVO RÍOS, se informó que si bien no representa al accionante, sí interpuso apelación contra la negativa de su libertad condicional con el fin de garantizarle su defensa técnica, el cual no ha sido desatado, y carece de argumentos jurídicos para apoyar la acción, por cuanto el tema, ya ha sido debatido por la jurisprudencia. 

- El Procurador 290 Judicial I Penal de Pereira (Rda.) expresó lo siguiente: (i) frente al Juzgado Segundo Penal del Circuito, donde actúa como representante de la sociedad, el actor no menciona que haya incurrido en algún defecto al momento de desatar el recurso de apelación, sino que simplemente se limita a señalar que confirmó la decisión de negarle el mencionado beneficio; (ii) en su sentir, se trata sin lugar a dudas, de la instrumentación del mecanismo constitucional de la acción de tutela contra sendas providencias judiciales que por caminos diferentes arribaron a la misma conclusión y que son estimadas por el accionante, sin asumir carga alguna desde el punto de vista probatorio y argumentativo, lo que lo obliga a incursionar en el tema puntual de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, además de evidenciarse que el actor pretende revivir inanemente una nueva instancia para ventilar igual tema, sin demostrar tal afectación, a lo cual no resulta posible acceder gracias al carácter residual y subsidiario de la tutela; (iii) los jueces sustentaron sus decisiones dentro del ámbito de su autonomía e independencia judicial, y la funcionaria de segunda instancia, le bastó traer a colación la prohibición legal contenida en el canon 199 C.I.A. para ratificar la negativa a la libertad condicional, por lo cual ambos criterios consultan disposiciones que gozan de la presunción de acierto, constitucionalidad y legalidad, y no desconocen derechos del accionante; (iv) frente a la tensión que podría resultar de cara a las fórmulas de la favorabilidad e igualdad, ya se tiene definido por las Altas cortes la prevalencia de los intereses de los menores frente a los del  propio actor al reclamar la aplicación de norma más favorable o igualdad de trato; y (v) lo reclamado por el accionante es improcedente.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de los Juzgados Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), se vulneraron los derechos fundamentales que observa conculcados el accionante.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Acorde con las manifestaciones realizadas por quien al parecer funge como agente oficioso
 del señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ FORONDA, entiende la Colegiatura que su solicitud está dirigida básicamente a buscar protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, libertad y al principio de favorabilidad, los cuales estima transgredidos por parte de los Juzgados Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al negarle en ambas instancias la libertad condicional pese a que en su sentir cumple las exigencias contenidas en el artículo 64 C.P., lo cual no obstante le fue negado al efectuar la valoración del punible.
Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con su viabilidad para establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al acatamiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela frente a providencias judiciales implica que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los medios de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora; y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente el mismo. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental quebrantado; y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia
, ante la interposición de acciones de constitucionales contra providencias judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede frente a dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa en cuanto no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error sustancial por parte del funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no se encuentra ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Además, la jurisprudencia constitucional, en punto de la interposición de tutelas contra providencias judiciales, ha sido enfática en señalar su carácter excepcional y restrictivo:

“[…] la necesidad de respetar el principio de cosa juzgada y de preservar la seguridad jurídica, la autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional del Estado, así como el sometimiento general de los conflictos a las competencias ordinarias de cada juez.
3.3. En ese sentido, dada la naturaleza supletiva de la acción de tutela, la misma no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos en el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos de manera preferente, como quiera que, a través de su ejercicio, no se busca reemplazar los procedimientos ordinarios o especiales y, menos aún, pretermitir los mecanismos que dentro de estos se han establecido para controvertir las decisiones que se adopten
. 

3.4. Siguiendo esta línea interpretativa, el carácter excepcional y restrictivo al que se ha hecho expresa referencia, conduce necesariamente a afirmar que solo procederá la acción de tutela contra providencias judiciales, “en aquellos eventos en que se establezca una actuación del juzgador, manifiestamente contraria al orden jurídico y violatoria de derechos fundamentales, en especial, de los derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. En estos casos, el control en sede de amparo constitucional se justifica, toda vez que los pronunciamientos judiciales que no se ajustan a las reglas preestablecidas, y que afectan de forma indebida los derechos fundamentales, constituyen, en realidad, una desfiguración de la actividad judicial, que termina por deslegitimar la autoridad confiada al juez para administrar justicia, y que debe ser declarada constitucionalmente para dar primacía al derecho sustancial y salvaguardar los derechos fundamentales de los administrados”
.” 

Se observa entonces que la jurisprudencia constitucional es contundente al resaltar el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional y que la misma solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros mecanismos de defensa judicial a los cuales se pueda acudir, o que pese a ello se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello implica que deben agotarse todos los medios ordinarios con los que se cuenten para procurar la protección de los derechos presuntamente quebrantados.
Tal situación comporta una carga legítima al actor de desplegar todos los mecanismos de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, como así se indicó en la Sentencia T-649/16, donde igualmente se dijo:

“Esta posición fue recientemente reiterada en la sentencia SU-298 de 2015
, en la que este Tribunal afirmó que la naturaleza subsidiaria de la solicitud de amparo contra providencias judiciales exige la utilización de los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ofrece para tramitar la reclamación que se alega en sede de amparo. De esta manera, se evita que la acción de tutela vacíe las competencias de otras jurisdicciones. Sin embargo, se advirtió que ante la existencia de un perjuicio irremediable para el actor, el análisis del mencionado presupuesto puede flexibilizarse de acuerdo con el artículo 86 Superior. 

En ese orden de ideas, la acción de tutela ejercida contra providencias judiciales no puede tenerse como un mecanismo alternativo, adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, lo que significa que el juez de amparo no puede reemplazar en sus competencias y procedimientos a los operadores jurídicos ordinarios o especiales que conocen de los asuntos que las partes les someten a su consideración
. No obstante lo anterior, aunque no se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela procederá siempre y cuando se acredite la existencia de un perjuicio irremediable o los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para proteger los derechos fundamentales afectados”. 

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en este caso, se advierte que el accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que se deje sin efecto las providencias emitidas por los Jueces de la República competentes para ello, las cuales están amparadas por la doble presunción de acierto y legalidad. 
Ahora bien, no obstante lo anterior, como quiera que en el presente asunto se halla en juego el derecho a la libertad del mismo, quien no ha logrado hacerse merecedor del beneficio que reclama ante la posición jurídica del funcionario encargado de la vigilancia de la pena, se evidencia que podríamos encontrarnos ante la presunta comisión de un perjuicio irremediable al no hacerse efectivo el sustituto que pide, así tales exigencias deben flexibilizarse
 y en ese sentido la Sala entrará a analizar la situación problemática en su fondo.
Al respecto se debe empezar por decirse que el canon 64 C.P. le fija las pautas al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para establecer si un condenado puede o no ser favorecido con el subrogado de la libertad condicional. Dicha norma dispone: 

“ARTICULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.

3. Que demuestre arraigo familiar y social. (…)” -subraya de la Sala-
El referido artículo fue objeto de diversas modificaciones, entre las cuales se destaca la plasmada en la Ley 890/04, normativa que fuera demandada y a raíz de ello la Corte Constitucional profirió la Sentencia C-194/05 por medio de la cual declaró la exequibilidad condicionada de dicho nomenclado, para señalar en su parte resolutiva lo siguiente: “Por los cargos analizados en esta providencia, declarar EXEQUIBLE la expresión “previa valoración de la gravedad de la conducta punible” contenida en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que modificó el artículo 64 del Código Penal, en el entendido de que dicha valoración deberá atenerse a los términos en que fue evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria por parte del juez de la causa.” 

Tal dispositivo -art. 64 C.P.- fue objeto con posterioridad de una nueva reforma que introdujo el artículo 30 de la Ley 1709/14, el que también fue objeto de análisis por parte de la Alta Corporación en Sentencia C-757/14, por medio de la cual se concluyó:

“[…] la Corte Constitucional declarará exequible la expresión “previa valoración de la gravedad de la conducta punible”, contenida en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que modificó el artículo 64 del Código Penal, pero para garantizar su correcta aplicación, la condicionará a que se entienda que la valoración que hace el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debe estar acorde con los términos en que haya sido evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria, por parte del juez de la causa.” -negrilla de la Sala- 

Como se aprecia, el despacho ejecutor al instante de determinar si procede o no la libertad condicional reclamada, debe analizar la conducta punible cometida con fundamento en lo que en su momento dispuso el operador jurídico que emitió la sentencia de condena; no obstante, cuando el fallador omite hacer alusión a tal circunstancia, el Juez de Ejecución queda facultado para analizar las circunstancias objetivas y subjetivas concretadas en la sentencia con el fin de elaborar tal análisis, A ese respecto, la Corte Suprema en la Sentencia de Tutela 99026 de junio 26 de 2018, estableció:

“A pesar de lo anterior, existen específicas situaciones en las que, luego de aplicar en el proceso alguno de los mecanismos de la justicia premial(léase preacuerdos o allanamientos), el juicio subjetivo sobre la conducta en el específico punto de su gravedad se omite o reduce a su mínima expresión, habida consideración que la declaración de culpabilidad del implicado, hace que la condena a imponer se haga a través de un sencillo ejercicio de dosificación de la pena en el que se prescinda de consignar, en concreto, la condición subjetiva de la gravedad del injusto(ver, en ese sentido, CSJ STP, 1º de octubre de 2013, Rad. 69551).

Una situación de esa índole no significa que el fallador hubiese estimado que la conducta no era de especial gravedad, en tanto la falta de análisis sobre la referida condición subjetiva pudo derivar del motivo antes mencionado.  De todas maneras, en caso de una omisión de esa índole, el juez de ejecución de penas habrá de acudir a todas las consideraciones y circunstancias, objetivas y subjetivas, concretadas en la sentencia con el fin de elaborar dicho análisis, tal y como lo planteó la Corte Constitucional en la sentencia C-757/14 y lo reiteró en fallo T-640/17
”.

Ello fue lo que acá sucedió, porque al notar el juez que vigila la pena que no se había efectuado un análisis acerca de la gravedad de la ilicitud, al estudiar el asunto expresó que el señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ no cumplía con tal exigencia, y al efecto refirió:

“El fallo condenatorio nos informa que los hechos que al día de hoy tienen privado de la libertad al señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ FORONDA, indica que en un establecimiento del cual era su administrador tenía ejerciendo la prostitución a una joven para lo cual se le suministraba licor y sustancias alucinógenas.

De lo anterior se desprende que la conducta desplegada por la sentenciada (sic), en una escala de valores es sumamente grave y tiene más capacidad nociva que otros delitos, pues su actuar es nocivo puesto que se valía de la adquisición de sustancias alucinógenas para facilitarle a la joven la práctica de la prostitución, sin considerar en momento alguno el irreparable daño que en la salud de ella ocasionaba la ingestión de este tipo de sicotrópico, manteniendo sí latente el irracional interés de obtener ingresos económicos de la labor que la joven desempeñaba, lo que permite, obviamente, inferir su insensibilidad social, razón por la que debe sufrir con mayor rigor el tratamiento penitenciario, esto es, cumpliendo la totalidad de la pena impuesta.”

A su turno, la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito, al desatar la alzada consideró acertado lo referido por el funcionario de primer nivel: al ser “[…] al ser evidente que el comportamiento delictivo realizado por el condenado es de aquellos que causan mucho daño y gran alarma social, porque atentó contra la libertad y formación sexuales de una joven, quien para la época de los hechos era menor de edad, sujeto de especial protección constitucional […]”; pero adicional a ello, estimó que el señor GERMÁN FORONDA no era merecedor del beneficio liberatorio por cuanto la conducta por la que fue condenado, esto es, la de inducción a la prostitución, tenía prohibida esa concesión acorde con lo dispuesto en el Código de la Infancia y la Adolescencia, y esa era la principal razón para no acceder a lo reclamado.
Para la Sala entonces, las decisiones adoptadas por las funcionarias accionadas no fueron el fruto de la arbitrariedad o el capricho para hacer imperar su voluntad, sino que por el contrario fue el resultado del análisis en conjunto de las exigencias legales y constitucionales que se deben observar para determinar la procedencia del sustituto reclamado, y en este caso, como así lo indicó la falladora, el delito por el que fue sentenciado el señor GERMÁN ANDRÉS FORONDA lo fue en detrimento del derecho a la libertad, integridad y formación sexuales de una menor de edad, por lo que acorde con lo reglado en el numeral 5º del artículo 199 C.I.A., la libertad condicional a la que alude el canon 64 C.P.P., no podía proceder a su favor.

No puede en consecuencia ser utilizada la acción de tutela como una tercera instancia donde puedan ventilarse temas que ya fueron definidos por los funcionarios competentes, y mucho menos le corresponde al juez constitucional determinar si existe un mejor criterio de interpretación que aquel al que acudieron los jueces encargados de definir el asunto.

De otro lado y si bien de manera tangencial el actor reclama el beneficio liberatorio amén de la pandemia que actualmente vive la humanidad, al respecto debe indicarse que precisamente por parte del Gobierno Nacional se han proferido un sinnúmero de Decretos con el fin de contrarrestar el impacto que tal virus pueda tener en la población carcelaria, entre los cuales se destaca el 546 de abril 14 por medio del cual se profieren medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva en establecimientos penitenciarios, por la prisión y la detención domiciliaria transitorias, respectivamente, en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19; e igualmente, se adoptan otras medidas para combatir el hacinamiento carcelario también para prevenir y mitigar el riesgo de propagación del aludido virus.

Tal normativa es la que en la actualidad los jueces deben de aplicar con miras a verificar si las personas privadas de la libertad cumplen las exigencias para ser merecedores del aludido sustituto temporal. Y si bien con seguridad la mayoría de internos esperaban que la aplicación del citado Decreto fuera mucho más amplia con el fin de evitar la propagación del virus Covid-19, la lista de prohibiciones que establece el artículo 6º, entre las cuales se encuentran todos los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, contenidos en el Título VII del Código de Penas, donde está por su puesto el injusto que tiene privado de la libertad al interno GERMÁN ANDRÉS FORONDA, impide que se pueda acudir a ese estatuto para obtener el beneficio que se espera.

En ese orden de ideas, observa el Tribunal que las funcionarias demandadas no vulneraron derecho fundamental alguno, dado que las providencias emitidas obedecieron al análisis del caso concreto como corresponde; y, por supuesto, frente a lo decidido se interpuso el recurso que por ley correspondía, mismo que fue desatado en forma desfavorable por expresa prohibición legal.
En esos términos, no existe opción distinta que negar el amparo pretendido.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el señor GERMÁN ANDRÉS LÓPEZ FORONDA. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Para la Sala eso es lo que acontece en este asunto, por cuanto en la tutela solo aparece el nombre y datos del interno, sin rúbrica alguna, ni mucho menos procede de una cuenta oficial del Establecimiento Penitenciario y Carcelario donde al parecer se encuentra privado de la libertad, sino que fue remitida de una cuenta particular a nombre de CAMILA BECERRA ROJAS -cbecerra75@misena.edu.co-, quien tampoco aduce actuar como su agente oficiosa ni las razones para ello. No obstante que ninguna alusión se hace a tal aspecto, se decidió dar trámite a esta tutela, en atención al principio de la buena fe. 


� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-500 de 1995 y T-285 de 2010.


� Sentencias T-271 de 2013 y T-047 de 2014.


� Sentencias T-582 de 2016.


� M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� “Tratándose de las personas privadas de la libertad, la Constitución Política consagra una protección especial que en hechos concretos se traduce en un tratamiento reforzado dada su condición de especial sujeción, sometimiento e indefensión frente al Estado, que puede garantizarse a través de la acción de tutela, y que tal como se refirió, lleva a que el análisis de procedibilidad de la acción se flexibilice atendiendo sus condiciones particulares”, sentencia T-002 de 2018.


� En el cual advirtió que«los jueces competentes para conceder la libertad condicionalno solo deben valorar la gravedad de la conducta punible, sino que les concierne valorar todos los demás elementos, aspectos y dimensiones de dicha conducta, así como las circunstancias y consideraciones favorables al otorgamiento de dicho subrogado, realizadas por el juez penal que impuso la condena, tal como fue analizado en la Sentencia C-757 de 2014».
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